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R-DAGJ-101-2005

CONTRALORIA GENERAL DE LA REPUBLICA. División de Asesoría y Gestión Jurídica. San José, a las nueve horas del veintiocho de febrero del dos mil cinco. --------------------------------Recurso de objeción interpuesto por Automotores Superiores S.A., en contra del cartel de la Licitación por Registro 1-05, promovida por la Municipalidad de Sarapiquí, para la adquisición de un vehículo tipo pick up para trabajo pesado. --------------------------------------------------------------

I. POR CUANTO: El recurso interpuesto por Automotores Superiores S.A. se presentó a las 15:21 horas del 14 de febrero del 2005. --------------------------------------------------------------------------------

II. POR CUANTO: Esta División confirió audiencia especial a la Municipalidad de Sarapiquí con el objeto de que se refiriera por escrito a los argumentos de la objetante, y remitiera una copia fiel del cartel de la presente licitación. ------------------------------------------------------------------------------
III. POR CUANTO: La Municipalidad de Sarapiquí mediante escrito de fecha 18 de febrero del 2005 atendió esa audiencia especial. ----------------------------------------------------------------------------

IV.-SOBRE EL FONDO:  Alega la objetante que el pliego de condiciones objetado contiene una serie de cláusulas que contravienen los principios rectores de la contratación administrativa y que impiden la libre participación de posibles oferentes de vehículos que satisfacen plenamente las necesidades y los requerimientos de la Administración.  Las cláusulas objetadas corresponden a las especificaciones técnicas sobre:  cilindraje, potencia y torque del motor, tamaño de aros y llantas, sistema de suspensión, sistema de frenos y dimensiones del vehículo, así como a los criterios de evaluación de las ofertas, a saber:  el valor de los repuestos disponibles en bodegas en el país, los años de experiencia de la empresa oferente en la distribución de vehículos nuevos en el país y de la marca ofrecida, la venta de vehículos con el mismo modelo de motor en los últimos 5 años, las características técnicas específicas y la obligación de contar con sucursal propia distribuidora de repuestos en Ciudad Quesada.  Por su parte, la Administración se refirió en términos generales y sucintamente a los aspectos objetados, indicando que según se ve en lo expuesto por el recurrente, se da por demostrado que quieren adaptar las condiciones previstas en el cartel a sus propios intereses, debido entre otras al no contar con un vehículo que reúna ciertas condiciones indicadas en el cartel.  Esa Municipalidad no acepta las condiciones expuestas por la empresa recurrente y que está tratando de incluir en el proceso, debido a que se necesita un vehículo que reúna las características mínimas solicitadas en el cartel, es decir un vehículo para trabajo pesado.  No necesitan un vehículo de tamaño más pequeño que el solicitado, porque las condiciones adversas del tiempo, el deterioro constante de los caminos y un recurso económico muy limitado les conduce a buscar ofertas que satisfagan sus exigencias, y está comprobado que el vehículo que reúna estas condiciones se adapta a las carreteras y al tipo de trabajo al cual se va a exponer.  Que en la actualidad cuentan con un vehículo con condiciones similares a las solicitadas en el cartel de licitación y el cual les ha dado muy buenos resultados a través de 7 años de trabajo continuo, para el cumplimiento de sus objetivos y metas establecidas. Que al solicitar en el cartel licitatorio un vehículo con mayor capacidad de carga útil, potencia, fuerza, así deberá ser su construcción para soportar el peso de la carrocería, el chasis y la carga.  Así las cosas, procederemos de seguido a analizar cada uno de los aspectos objetados por separado: 1) Sobre el cilindraje, potencia y torque del motor: indica que el cartel requiere una cilindrada preferiblemente no menor a 4.000 cc y una potencia máxima de 95/3.800 kw/rpm o superior, torque mínimo 280 Nm/2000 rpm, lo cual deja fuera de cualquier posibilidad de participación al vehículo representado por Automotores Superiores S.A., bolero cabina sencilla 4 x 4 torbodiesel intercooler que cuenta con motor tipo XD3P diesel, de 2.498 cc, una potencia de 95HP a 4.150 rpm y torque de 210 Nm (2000 a 2500 rpm). Que la situación apuntada no sólo limita la participación de su representada sino también la de otros posibles oferentes que disponen en el mercado automotriz nacional de vehículos con cilindrajes y potencias diferentes a las solicitadas.  Por ende, solicita que se modifique la redacción de dicha cláusula para incluir el término “preferiblemente”.  Criterio para resolver: En forma reiterada esta Contraloría General ha indicado que el recurso de objeción ha sido dispuesto en nuestro ordenamiento como el remedio para remover obstáculos injustificados o arbitrarios a la libertad de participación; en aras de respetar los principios de libre concurrencia e igualdad de trato. Así, los potenciales oferentes coadyuvan con la Administración en la formulación y depuración del pliego de condiciones.  No obstante, las razones que brinda la Administración en defensa de las condiciones y requerimientos señalados en el cartel son importantes, pues es ella quién en principio conoce las necesidades que deben satisfacerse mediante el respectivo concurso, y en virtud de esos requerimientos establece las diversas cláusulas en los pliegos cartelarios, desde luego sustentada en parámetros técnicos o jurídicos, tratando así de satisfacer, en última instancia el interés público (al respecto véase Resolución RC-381-2000).  Delimitado lo anterior, tenemos que en el presente caso la Administración solicita un vehículo tipo pick up “con una cilindrada preferiblemente no menor a 4.000 cc y una potencia máxima de 95/3.800 Kw/rpm o superior. Torque mínimo 280 Nm/2000rpm” para lo cual ha explicado razonablemente que lo que requiere es un vehículo para trabajo pesado, tomando en consideración el estado de los caminos por donde deben transitar y al tipo de trabajo al cual se va a exponer. Sobre este particular, ya este Despacho ha indicado que resulta de mayor conveniencia para la Institución y para facilitar el estudio y comparación de las ofertas, el establecer rangos (mínimos y máximos) respecto al cilindraje y la potencia de los vehículos que se licitan, por cuanto dejarlo abierto sin indicar expresamente un rango superior máximo o mínimo puede llevar a que se presenten ofertas con vehículos de muy diferentes cilindrajes (y lo mismo con la potencia) que no resulten comparables entre sí, lo cual perjudicaría y entrabaría el estudio comparativo de las plicas, de no preverse en el cartel una metodología para ello (véase RSL-333-99 del 12 de agosto de 1999).  En el caso en estudio resultan atendibles los argumentos de la Administración pero se observa que para el cilindraje, la potencia y el torque la Administración estableció solo el rango mínimo requerido.  Así las cosas, debe declararse sin lugar la objeción en este aparte por cuanto se justifica que sea la entidad quien defina las características del tipo de vehículo que requiere; sin embargo se previene a la Administración para que fije los rangos mínimos y máximos a aceptar para el cilindraje, potencia y torque del motor, tomando en consideración sus necesidades, rangos que deben ser en función del tipo de vehículo que pretenden adquirir, todo lo cual dejamos librado a la discrecionalidad de la entidad, discrecionalidad que no es sinónimo de arbitrariedad y por ende, debe justificar la decisión tomada al respecto.  2) Sobre el tamaño de aros y llantas: sostiene el objetante que el cartel pide que los aros sean de tamaño 16” o superior, y esta disposición la deja fuera de toda posibilidad de participación en el concurso, ya que el vehículo que representan está equipado con llantas y aros P 235/75 R 15, condición que no afecta ni condiciona en nada su desempeño y operación dentro y fuera de la carretera.  Que la diferencia de tamaño entre las llantas no representa una característica que afecte considerablemente el funcionamiento de los vehículos.  Por ende solicita que se modifique la redacción de la cláusula objetada para incluir el término “preferiblemente”. Criterio para resolver: Dicho argumento no resulta válido para aceptar la modificación solicitada por cuanto ya este Despacho reiteradamente ha señalado que “si la Administración ha determinado una forma idónea, específica y debidamente sustentada de satisfacer sus necesidades, no pueden los particulares mediante el recurso de objeción al cartel pretender que la Administración cambie ese objeto contractual con el único argumento de que ellos tienen otra forma para alcanzar similares resultados.  Permitir esa situación cercenaría la discrecionalidad administrativa necesaria para determinar la mejor manera de satisfacer sus requerimientos, convirtiéndose de esta forma , los procedimientos de contratación administrativa en un interminable ‘acomodo’ a las posibilidades de ofrecer de cada particular.” (al respecto véase Resolución RC-381-2000).  Conviene mencionar que el objetante cita parte de la resolución R-DAGJ-114-2005 en la cual este Despacho indicó a otra Administración (en lo que respecta al tamaño del aro) que debía poner un mínimo y supeditar a un “preferiblemente” el requerimiento de un aro de mayor tamaño, tomando en consideración que en ese caso, la Administración no probó la necesidad de la existencia de una altura determinada.  Sin embargo en el caso bajo estudio la situación es distinta, ya que la cláusula cartelaria al indicar “con aros de tamaño de 16” o superior por el tipo de terreno que debe accesar el vehículo” queda claro que la Administración si establece un mínimo del tamaño del aro (tamaño de 16”) y también está justificando la necesidad de dicha altura, sea en razón del tipo de terreno que debe acceder el vehículo y para lo cual aportó fotografías de algunos caminos. Así las cosas, lo procedente es declarar sin lugar el recurso en este extremo.  3) Sobre el sistema de suspensión: indica el objetante que el cartel pide que tanto la suspensión delantera como la trasera deben ser de eje rígido, con resortes espirales delanteros y ballestas y compensadores en la parte trasera, mientras que el vehículo que representa cuenta con suspensión delantera independiente, horquillas oscilantes y barra estabilizadora y suspensión trasera de eje rígido, compensadores, resortes semielípticos y barras.  Indica que existen una serie de mecanismos desarrollados por los diferentes fabricantes de vehículos que proveen condiciones de operación cómodas, seguras y resistentes, que son consideradas en el diseño integral y original de los vehículos y que no influyen ni representan ninguna limitación para el normal funcionamiento y desempeño de las unidades.  En consecuencia considera que no existe justificación técnica para establecer limitaciones para la participación de eventuales oferentes por este concepto.  Por ende solicita que se modifique la redacción de dicha cláusula para incluir el término “preferiblemente”.   Criterio para resolver: reiteradamente este Despacho ha indicado que las características en la suspensión de los vehículos sólo puede estipularse como “preferiblemente”, ya que existen diferentes tipos de suspensión según las características que definen los propios fabricantes.  En este sentido se ha señalado lo siguiente: “Hay que tener presente que los vehículos tienen tipos de suspensión diferentes, ello depende de las características que definen los fabricantes al respecto.  Es así, como existen cantidades de dispositivos y combinaciones de ellos, como por ejemplo compensadores de gas, compensadores hidráulicos, resortes semielípticos, resortes helicoidales, transfer independiente, para citar algunos. Bajo esa tesitura, esta Contraloría General en innumerables ocasiones ha determinado que las características en la suspensión solamente pueden estipularse como “preferiblemente” (Ver en ese mismo sentido R-DAGJ-359-2004 de las 11 horas del 29 de junio de 2004; y R-DAGJ-536-2004 de las 10 horas del 7 de setiembre de 2004).” (vid. Resolución R-DAGJ-588-2004).  Por lo tanto, en este punto consideramos que lleva razón la objetante en el sentido de que la cláusula cuestionada se modifique para que se incluya el término “preferiblemente” al solicitar el eje rígido y los ejes flotantes.  Así las cosas, se declara con lugar la objeción en este aparte a fin de que se incluya el término “preferiblemente” con respecto al tipo de suspensión solicitado.  4) Sobre el sistema de frenos:  manifiesta el objetante que el cartel pide frenos delanteros y traseros de tambor, redacción que no le permitirá la participación del vehículo que representa que cuenta con sistema de frenos hidráulicos de doble circuito, con discos en las llantas delanteras y tambores en las llantas traseras.  Que al igual que sucede con los sistemas de suspensión, en el mercado automotriz existen cantidad de dispositivos que proveen a los vehículos de sistemas de frenos aceptables y seguros.  Por ende, solicita que se modifique la redacción de dicha cláusula para incluir el término “preferiblemente” en lo que respecta al tipo de dispositivo de frenos. Criterio para resolver: al igual que en el punto anterior, debe considerarse que en el mercado de vehículos existen diferentes tipos de sistemas de frenos, y lo que importa es que el vehículo pueda cumplir con su función de frenado. Así pues, si la Administración quiere solicitar un sistema de frenos específico en el pliego de condiciones, éste debe ser a título de “preferentemente”, permitiendo que se ofrezcan vehículos con los diferentes sistemas de frenos que existen en el mercado y permitiendo así una mayor participación de oferentes.  En consecuencia, se declara con lugar la objeción en este aparte a fin de que se incluya el término “preferiblemente” con respecto al sistema de frenos solicitado.  5) Sobre las dimensiones del vehículo: indica que el vehículo que representan tiene una longitud menor que la solicitada en 75 mm (1.50%), un ancho mayor que el solicitado en 270 mm (19.29%), un cajón mas largo que el solicitado en 81 mm (3.68%), un peso bruto menor que el solicitado en 250 kg (8.33%) y una capacidad de carga menor a la requerida en 115 kg (10.45%), y en caso de mantenerse las especificaciones del cartel se limita su participación en el concurso. Que las especificaciones solicitadas por la Administración resultan innecesarias desde el punto de vista técnico y limitan la participación de eventuales oferentes.  Por ende, solicita que se modifique la redacción de dicha cláusula para incluir que “todos los valores anteriores téngase como preferibles”. Criterio para resolver:  Sobre este punto reiteramos lo ya indicado anteriormente en el sentido de que las razones que brinda la Administración en defensa de las condiciones y requerimientos señalados en el cartel son importantes, pues es ella quién en principio conoce las necesidades que deben satisfacerse mediante el respectivo concurso, y en virtud de esos requerimientos establece las diversas cláusulas en los pliegos cartelarios, desde luego sustentada en parámetros técnicos o jurídicos, tratando así de satisfacer, en última instancia el interés público. No pueden los particulares mediante el recurso de objeción al cartel pretender que la Administración cambie ese objeto contractual, con el único argumento de que ellos tienen otra forma para alcanzar similares resultados. Permitir esa situación cercenaría la discrecionalidad administrativa necesaria para determinar la mejor manera de satisfacer sus requerimientos. Entonces, la Administración es libre de seleccionar el objeto contractual que desee, siempre y cuando esa selección se haga con el fin último de satisfacer el interés general y para cumplir con sus fines y cometidos. En el presente caso se observa que la Administración -dentro de su discrecionalidad administrativa- tomó en consideración el tipo de trabajo al cual se va a exponer el vehículo y fijó parámetros mínimos con respecto a las dimensiones de la carrocería del vehículo que desea adquirir, dando así un marco de referencia mínimo a cumplir por los potenciales oferentes, y permitiendo que se ofrezcan vehículos con características mayores a esa referencia mínima, por lo cual consideramos que en este aspecto no se está limitando el derecho de los oferentes a participar en el concurso. Por lo tanto, se declara sin lugar la objeción en este aparte.  6) Sobre el valor de los repuestos disponibles en bodegas en el país:  indica que el volumen de venta de repuestos está estrechamente relacionado con el volumen de unidades comercializadas y con los años de existencia de la empresa en el mercado nacional, de forma tal que es de esperar que el volumen de ventas de un vehículo y consecuentemente de sus repuestos, sea proporcional al tiempo en que esa unidad permanezcan en el mercado nacional lo que indudablemente favorecerá a aquellas empresas que cuenten con más permanencia en el mercado nacional. Que actualmente las grandes empresas transnacionales han sustituido al existencia de inventarios por el “justo a tiempo” que consiste en establecer una serie de mecanismos que faciliten y aligeren el traslado de repuestos, partes y refracciones de los sitios de producción y almacenamiento a los sitios de distribución y consumo, por lo cual evaluar una oferta por la existencia en plaza de un inventario de repuestos, partes y refracciones parece anticuado.  Por ello solicita que se modifique la redacción de dicha cláusula para que en su lugar se evalúe la existencia en el mercado nacional una lista mínima de repuestos, partes y refracciones en volumen.   Criterio para resolver: Sobre este aspecto lleva razón el objetante al indicar que el volumen de existencia de repuestos disponibles en bodegas podría estar directamente relacionado con el volumen de unidades comercializadas por el oferente, por lo cual valorar la existencia de repuestos en general de determinado oferente desvirtúa el verdadero interés de la Administración en valorar la disponibilidad de repuestos en función del modelo de vehículo ofertado y va en contra del principio de igualdad de trato entre oferentes.  Además, si lo que interesa a la Administración es que el oferente tenga en el mercado nacional una lista mínima de repuestos, partes y refacciones del modelo de vehículo ofertado que aseguren que se atenderá en forma  oportuna y correcta para cubrir cualquier avería de las unidades a adquirir se ha aceptado que la Administración valore –si así lo estima conveniente- la capacidad de las empresas para acceder al mecanismo del “justo a tiempo” en el suministro de repuestos (al respecto véase resolución R-DAGJ-402-2004).  Del mismo modo, si lo que interesa es determinar cuál es el servicio post venta que ha dado la empresa oferente a instituciones públicas que hayan adquirido una flotilla igual o superior, ello podría determinarse ponderando la satisfacción de los clientes, mediante referencias escritas a cuyo efecto, la entidad podría especificar el contenido de la información que deba contener la referencia.  Finalmente, si lo que la Administración desea es asegurarse un stock mínimo de repuestos, eso no puede ser ponderable sino más bien debe establecerse como un requisito mínimo a cumplir para participar en el concurso, partiendo de la tesitura de que se trata de un compromiso futuro, que no admite por su propia naturaleza, ningún tipo de puntuación, al tratarse de un hecho futuro e incierto.  Por tanto, lo procedente es declarar con lugar la objeción en este aparte, a fin de que la Administración modifique dicho parámetro de evaluación y en su lugar establezca alguno de los sistemas aquí analizados.  7) Sobre los años de experiencia de la empresa oferente en la distribución de vehículos nuevos en el país y de la marca ofrecida: Señala que, con la fórmula propuesta para la asignación de puntaje se beneficia en forma clara la eventual participación de empresas dedicadas a la venta y distribución a nivel nacional de ciertas marcas de vehículos que mantienen presencia en el mercado local desde hace bastante tiempo en detrimento de aquellas empresas de formación reciente y que venden y distribuyen vehículos de reciente incursión en el mercado nacional.  Además, alega que se evalúa la experiencia del oferente en la venta de la marca, no del vehículo ofrecido con lo cual se puede reconocer una antigüedad que no corresponde.  También indica que el no fijar el límite de años de experiencia a considerar parece excesivo y arbitrario.  Por ello solicita corregir dicho elemento de evaluación. Criterio para resolver: Sobre este aspecto ya esta Contraloría General en innumerables ocasiones ha determinado que la valoración de la experiencia de una empresa en la venta, representación y distribución de vehículos debe hacerse en forma proporcionada y razonada. Es así como en la R-DAGJ-36-99 de las 10 horas del 21 de octubre de 1999, se expresó: “...reiteradamente ha sostenido este Despacho la tesis de que el calificar una marca determinada en el giro comercial del mercado nacional, no constituye per se, un parámetro de valoración que ayude a determinar —objetivamente— cuál será la mejor oferta, dado que es un aspecto que no arroja información precisa sobre el comportamiento de una determinada marca de vehículos, de tal forma que no se puede, con esta “ponderación”, valorar aspectos tan importantes como calidad, o bien, respaldo técnico.  Lo anterior, puesto que la marca por sí sola, no es sinónimo de vulnerabilidad, toda vez que detrás de ella está, como pivote, la seriedad y solidez de una empresa que mantenga la calidad.  En ese orden de ideas, no necesariamente podrán cumplirse los aspectos antes aludidos, puesto que la “fama” mundial con que pueda gozar una marca podría no mantenerse, producto de una representación nacional que no tenga la suficiente capacidad, ya sea técnica o financiera, suficiente para hacer lo pertinente por continuar con la reputación que ostenta esa marca.  Por otro lado, consideramos que el calificar los años de consolidación de una marca de vehículos en el mercado nacional, viene en detrimento de marcas de reciente comercialización en el país que, necesariamente, no lo son el mercado internacional.  Somos del criterio que de alguna forma se estaría lacerando un principio básico dentro de la materia de contratación administrativa, a saber el de igualdad de trato, puesto que si bien es cierto como señala la Administración licitante, es cuestión de sumar puntos, nunca podrán puntuar en igualdad de condiciones las marcas nuevas en el país contra las marcas que, por circunstancias particulares que no necesariamente sean de calidad, tienen mayor número de años de ser comercializadas en Costa Rica.  No estamos tratando de poner en tela de duda la calidad que una marca determinada pueda tener, pero si la intención es introducir parámetros de calificación que ayuden en la determinación de la mejor oferta, no creemos que será mediante aspectos ínfimos que no aportan información trascendental para dicha designación.”. Tal tesis se ha venido reafirmando y hemos reiterado que en principio, la Administración posee la discrecionalidad suficiente para establecer y determinar la experiencia que le interesa valorar en un concurso específico, se encuentre directamente relacionada con la representación y distribución de la marca que se le está ofreciendo, siempre y cuando tal aspecto sea ponderado con la adecuada proporcionalidad, para garantizar así la libre concurrencia. (Ver en este sentido R-DAGJ-93-99 de las 8 horas del 12 de noviembre de 1999, R-DAGJ-99-99 de las 11 horas del 17 de noviembre de 1999 y más recientemente R-DAGJ-743-2004).  También en muchas oportunidades hemos determinado que muchos sistemas de valoración resultan desproporcionados al calificar los años de permanencia en el mercado cuando se sobrepasan los 10 años, lo que genera ventajas indebidas para algunas marcas de vehículos en particular, sin ninguna razón técnica valedera. (Ver RC-790-2002 de las 14 horas del 26 de noviembre de 2002). Siguiendo esta línea jurisprudencial, esta Contraloría General ha llegado a determinar que a la hora de valorar la antigüedad del oferente de vehículos en el mercado nacional, es razonable evaluar un término máximo de 10 años, distribuyendo porcentualmente el puntaje entre los concursantes a partir de este valor. (Ver R-DAGJ-402-2004 de las 13 horas del 16 de julio de 2004). Si bien esta División considera importante valorar el nivel de desarrollo y solidez de las empresas distribuidoras de vehículos, es menester indicar que en concordancia con la línea jurisprudencial referida, resulta excesivo, desproporcionado, o poco razonable que en el presente caso no se establezca un límite de años, lo que se traduciría en una ventaja indebida a favor de las empresas que tienen más años de estar presentes en el mercado de vehículos, en detrimento de empresas que distribuyen marcas de reciente comercialización.  Así las cosas, debe declararse con lugar la objeción en este aspecto, debiendo la Administración modificar el sistema de evaluación, en el sentido de que para obtener el puntaje que se determine en relación con la representación del oferente de la marca del equipo ofrecido y vendido en Costa Rica, debe adecuarse a un período máximo de 10 años para evaluar esa experiencia en venta y distribución, puntaje que debe ser distribuido linealmente del año 1 al año 10.   8) Sobre la venta de vehículos con el mismo modelo de motor en los últimos 5 años: señala que en el procedimiento establecido para la evaluación de las ofertas presentadas en este concurso se observa que tres de los conceptos a evaluar (valor de los repuestos disponibles en bodegas en el país, los años de experiencia de la empresa oferente en la distribución de vehículos nuevos en el país y de la marca ofrecida, y la venta de vehículos con el mismo motor en los últimos 5 años) favorecen en forma clara a aquellas empresas distribuidoras y representantes de vehículos que cuenten con gran tiempo de establecidas en el país y con gran volumen de ventas.  Por ello solicita que se modifique dicho criterio de evaluación, de forma tal que se solicite la presentación de un número determinado de referencias comerciales de personas que hayan adquirido recientemente vehículos semejantes al ofrecido. Criterio para resolver: en lo que respecta a este aspecto resulta aplicable lo señalado para el punto anterior, por lo cual consideramos que debe declararse con lugar el recurso en este extremo a fin de que la Administración establezca un límite razonable y proporcionado de volumen de ventas que deben demostrar los oferentes.  9) Sobre las características técnicas específicas: señala el objetante que de conformidad con la tabla establecida para evaluar dichas características el vehículo por ella representado perdería la mayoría de los puntos a asignar, sin que representen características que tengan alguna ventaja para la Administración en cuanto a funcionamiento y operación del vehículo. Por ello solicita que se haga una revisión de dicha tabla, y establecer dichas características técnicas como preferibles. Criterio para resolver:  El cartel en el sistema de evaluación y comparación  incluye como características técnicas específicas a evaluar y asignar puntaje los siguientes aspectos: cilindrada, potencia, largo total, distancia del suelo, batalla (sic), altura total, anchura total, peso bruto, transmisión, eje flotante trasero y delantero, algunos de los cuales se observa que también han sido establecidos como requisitos de admisibilidad de la oferta.  En este sentido ya este Despacho ha indicado los aspectos que se han establecido como requisitos de admisibilidad no deben puntuarse, pues todos los oferentes deben cumplir con ellas.  Caso contrario son los que tienen la condición de “preferible”, puesto que al requerirse como preferible, no se le da el carácter de cumplimiento obligatorio y si pueden ser puntuados (al respecto véase Resolución RC-144-2003). Por lo expuesto, se declara parcialmente con lugar el recurso en este extremo a fin de que se eliminen de los aspectos a puntuar aquellos que han sido establecidos en el mismo cartel de cumplimiento obligatorio.  10) Sobre la obligación de contar con sucursal propia distribuidora de repuestos en Ciudad Quesada: indica la objetante que ella no cuenta con distribuidora de repuestos propia en la zona de Ciudad Quesada, razón por la cual no podría participar en este proceso licitatorio. Que ese requisito, además de favorecer a aquellas empresas que cuenten con representación propia en la zona en cuestión, es desproporcionada e injusta. Que por razones geográficas y de comunicación en nuestro país no se justifica este tipo de limitaciones. Criterio para resolver:  Ya anteriormente este Despacho ha indicado que el establecimiento de los criterios de evaluación es discrecionalidad de la Administración, en la medida que es ahí donde ponderan las ventajas comparativas entre todas las ofertas que existan en el mercado y concurran a competir en el concurso licitatorio, de esa forma los factores de calificación en principio no contemplan requisitos mínimos que deban contener las ofertas y, en general, no deberían limitar la participación de los diversos oferentes.  En tal caso, la revisión de ese ejercicio discrecional de la entidad se daría únicamente si se acredita que ese ejercicio discrecional contraviene límites claros fijados por el numeral 16 de la Ley General de la Administración Pública.  En el caso bajo examen, el cartel en el punto 14 exige a los oferentes aportar una declaración jurada en la que conste que cuenta con sucursal propia distribuidora de repuestos en Ciudad Quesada como requisito de admisibilidad para evaluar la oferta.  Al respecto hemos de indicar que ya este Despacho ha aceptado este tipo de cláusulas cuando se incluye dentro del sistema de evaluación, ya que es un aspecto que queda a discrecionalidad de la Administración, y no como requisito de admisibilidad, ya que en este último supuesto lo requerido es la existencia de un centro propio o debidamente autorizado de distribución de repuestos de la marca del vehículo a nivel nacional (al respecto véase Resolución R-DAGJ-94-2005).  En razón del interés público que se persigue, lo que interesa es que el oferente tenga una agencia de repuestos en el territorio nacional de forma tal que la Administración se garantice la obtención de repuestos para el vehículo. El exigir que dicha agencia esté ubicada en una zona determinada dentro del territorio nacional como requisito de admisibilidad limitaría la participación de los oferentes. Así  las cosas, debe declararse con lugar la objeción en lo que a este aspecto se refiere, a fin de que la Administración defina si la condición objetada la establece como aspecto a evaluar y no como requisito de admisibilidad, o bien, si modifica tal requerimiento de admisibilidad de forma tal que el oferente demuestre que cuenta con agencia distribuidora de repuestos a nivel nacional y no local.--------------

POR TANTO

De conformidad con lo expuesto y con fundamento en las disposiciones de los artículos 182, 183 y 184 de la Constitución Política, 81 de la Ley de Contratación Administrativa; 87 y 88 de su Reglamento General, SE RESUELVE: 1) Declarar parcialmente con lugar el recurso de objeción interpuesto por la empresa Automotores Superiores S.A. en contra del cartel de la Licitación por Registro 1-05, promovida por la Municipalidad de Sarapiquí, para la adquisición de un vehículo tipo pick up grande para trabajo pesado, de conformidad con los términos arriba indicados. 2) Prevenir a la Administración para que proceda a realizar las modificaciones y aclaraciones pertinentes al cartel, dentro del término y condiciones previstas en el artículo 47 del Reglamento.---------------------------------------------------------------------------------------------------------
NOTIFÍQUESE.---------------------------------------------------------------------------------------------------

    Lic. Jesús Mora Calderón
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